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DE ]USTICIA ADMJNISTRATIVA

DIL ESTADO DE MORELOS
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Cuernavaca, Morelos; a trece de diciembre de dos mil veintitrés.

VISTOS, para resolver en definitiva los autos del juicio

administrativo número TJA/?aS/L25/2023 promovido por

 , en contra del POLICÍA

VIAL ADSCRITO A LA DIRECCIóN GENERAL DE

SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO DEL AYUNTAMIENTO

DE XOCHTTEPEC, MORELOS Y OTROS.

RESULTANDO:--

1.- Mediante escrito presentado el nueve de junio de dos mil

veintitrés, ante la Oficialía de Partes Común de este Tribunal,

compareció 
promoviendo demanda de nulidad en contra de las autoridades

POLICÍA VIAL ADSCRITO A LA DIRECCIóN GENERAL DE

SEGURIDAD PÚELTCE Y TRÁNSITO DEL AYUNTAMIENTO

DE XOCHITEPEC, MORELOS; TESORERO MUNICIPAL DEL

AYUNTAMIENTO DE XOCHITEPEC' MORELOS y SERVI$O

DE GRÚAS HIDALGO; señaló como acto impugnado y como

hechos de su demanda, los que expresó en el capítulo

correspondiente, mismos que en obvio de repeticiones aquí se

tienen por íntegramente reproducidos, como si a la letra se

insertasen; expresó las razones por las que impugna el acto;

ofreció sus pruebas y concluyó con sus puntos petitorios.

2.- Por auto de fecha catorce de junio de dos mil

veintitrés, se admitió a trámite la demanda ordenándose formar

y registrar en el libro de Gobierno correspondiente, con las

copias simples se ordenó emplazar a las autoridades

demandadas, para que dentro del término de diez días dieran
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contestación a la demanda, con el apercibimiento de que, en

caso de no hacerlo, se les tendría por precluido su derecho y por

contestados en sentido afirmativo los hechos de la misma.

3.- Practicado que fue el emplazamiento de ley, mediante

auto de fecha diez de agosto de dos mil veintitrés, se tuvo por

presentada a la autoridad demandada, POLICÍA VIAL
ADSCRITO A LA DIRECCIóN GENERAL DE SEGURIDAD
pÚgLrce Y rRÁrr¡srro DEL AYUNTAMIENTo DE

xocHrrEPEc, MoRELos dando contestación a la demanda

entablada en su contra, con la que se mandó dar vista a la parte

actora para que manifestara lo que a su derecho correspondiera.

Asimismo, por auto diverso con la misma fecha, por cuanto a ras

autoridades demandadas TESORERO MUNICIpAL DEL

AYUNTAMIENTO DE XOCHITEPEC, MORELOS y SERVICIO
DE GRÚAS HIDALGO, se les declaró precluido su derecho para

dar contestación a la demandada instaurada en su contra, se les

hizo efectivo el apercibimiento, por lo tanto, se tuvo por

contestada en sentido afirmativo únicamente los hechos que le
hayan sido directamente atribuidos, salvo prueba contraria,

4. El cinco de septiembre de dos mil veintitrés, se tuvo por

perdido el derecho que tuvo la parte actora para contestar la

vista respecto a la contestación de la demanda, así como para

ampliar la demanda, y se ordenó abrir el juicio a prueba.

5. El veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés, se

acordó sobre la admisión de las pruebas de ambas partes, se

señaló fecha para la audiencia de pruebas y alegatos.

6. El veintiséis de octubre de dos mil veintitrés, a las diez
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horas se desahogó la audiencia de pruebas y alegatos, citando

a las partes para oír sentencia, la que ahora se emite al tenor

de los siguientes:

-ir- ---CONSIDERANDOS

I.- Este Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, es competente para conocer y resolver el presente

asunto de conformidad con lo dispuesto por el artículo 109 bis

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de

Morelos; 1,3,7,84,86, 89 y demás relativos y aplicables de la

Ley de lusticia Administrativa del Estado de Morelos vigente; 1,

16, 18, inciso B), fracción II, inciso a) de la Ley Orgánica del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

- - - II.- En términos de lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley

de Justicia Administrativa en vigor, se procede a hacer la fijación

clara y precisa de los puntos controvertidos en el presente juicio.

Así tenemos que la parte actora reclamó como actos

impugnados los siguientes:

''A, EL ACATA DE INFRACCION BAJO EL FOLIO 

DE FECHA 19 DE MAYO DEL AÑO 2023, ASÍ COMO LA

ORDEN DE ARRASTRE A CORRALóN, RESPECTO DE MI

VEHÍCULO AIJTOMOTOR BAJO EL IuÚuTnO DE

, REALIZADOS POR EL POLICÍA VIAL

DE LA DIRECCION GENERAL DEL MUNICIPrc DE

XOCHITEPEC, MORELOS Y DE tOS SERVICIOS DE

GRÚAS HTDALGO,

E. LAS FACTURAS  Y  AMBAS

EXPEDIDAS POR LA TESORERíA MUNICTPAL DEL

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATTVA

DEL ESTADO DE IIORELOS
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MUNICIPIO DE XOCHITEPEC, MORELOS PARA LA

LTBERACTo¡I ort veuicuto DE Mr pRoprEDAD.

Se tiene únicamente como acto impugnado el consistente en la

infracción número de folio de fecha diecinueve de

mayo de dos mil veintitrésl, ya que los pagos erogados, son

consecuencias de la misma, por lo que están sub judice a lo que

se resuelve, en otras palabras, por sí mismo no le ocasiona

perjuicio, sino que tuvieron un efecto jurídico a través del acto

administrativo definitivo que se dictó, es decir, la propia boleta

de infracción, por lo que no constituyen actos administrativos

impugnables en sentido estricto, se combaten al impugnar el

acto administrativo definitivo.

Lo anterior, sin prejuzgar de la legalidad o ilegalidad de los

mismos, que de resultar procedente su análisis, se abordará en

el capítulo correspondiente de la presente sentencia.

- - - III.- Con fundamento en los artículos 37 y 38 de la Ley de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, este Tribunal

analizará de oficio las causales de improcedencia del presente

juicio, por ser una cuestión de orden público y por ende de

estudio preferente; sin que por el hecho de que esta autoridad

admitiera la demanda se vea obligada a analizar el fondo del

asunto, si de autos se desprende que existen causales de

improcedencia que se actualicen.

l Exhibida por la parte actora, visible a foja 17 del expediente en el que se actúa.
Documental a la que se concede valor probatorio en términos de lo dispuesto por los
artículos 442, 444 y 490 del Código, de aplicación supletoria a la Ley de la materia,
pues no fue controvertida por las partes por cuanto a su autenticidad y/o contenido,
ni obra prueba en contrario, de su inexistencia, aunado a que fue reconocida por la

propia autoridad demandada.
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Se aplica por orientación al presente juicio de nulidad:

TMPROCEDENCTA DEL JUTCTO CONTENCIOSO

ADMINISTRATTVO. SU EXAMEN OFTCTOSO POR EL

TRTBUNAL FEDERAL DE JUSTICTA FTSCAL Y

ADMTNTSTRATTVA NO TMPLTCA QUE ÉSre DEBA

VERIFTCAR LA ACTUALIZACION DE CADA I'NA DE

LAS CA'ISALES RELATTVAS S' AIO LAS ADVTRTTO Y

LAS PARTES NO LAS INVOCARON.2

Conforme al artículo 202, último párrafo, del Código

Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre

de 2005, las causales de improcedencia deben analizarse

aun de oficio, lo que debe entenderse en el sentÌdo que

se estudiarán tanto las que hagan valer las partes como

las que advierta el tribunal que conozca del asunto

durante el juicio, lo que traerá como consecuencia el

sobreseimiento, de conformidad con el artículo 203,

fracción II, del mismo ordenamiento y vigencia, ambas

porciones normativas de contenido idéntico al texto

vigente de los artículos Bo., último párrafo y 90., fracción

II, respectivamente, de la Ley Federal de Procedimiento

Contencioso Administrativo. Por tanto, la improcedencia

del juicio contencioso administrativo pueden hacerla

valer las partes, en cualquier tiempo, hasta antes del

dictado de la sentencia, por ser una cuestión de orden

público, cuyo estudio es preferente; pero este derecho de

las partes es también una carga procesal si es que se

pretende vincular al tribunal del conocimiento a examinar

determinada deficiencia o circunstancia que pueda

actualizar el sobreseimiento. En ese contexto, las

causales de improcedencia que se invoquen y las que

advierta el tribunal deben estudiarse, pero sin llegar al

extremo de imponerle la carga de verifÌcar, en cada

2 Época: Novena Época Registro: 161614 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de
Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXXIV.
Julio de 2011
Materia(s): Administrativa Tesis: 7.4o.A. J/100 Página: 1810
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asunto, s¡ se actualiza o no alguna de las previstas en el

artículo 202 det código en mencíón, en virtud de que no

existe disposición alguna QU€, en forma precisa, lo

ordene. Así las cosas, si existe una causal de

improcedencia que las partes pretendan se declare,

deben asumir la carga procesal de invocarla para vincular

al tribunal y, sólo entonces, tendrán el derecho de exÌgir

el p ron u ncia miento respectivo.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA

AD MINISTRATTVA DEL PRIM ER CTRCU ITO,

Revislón fiscal 210/2006. Director General de Asuntos

Jurídicos de la Procuraduría General de la República. 6 de

septiembre de 2006, Unanimidad de votos. Ponente:

Jesús Antonio Nazar Sevilla, Secretario: Antonio

Villaseñor Pérez.

Revisión fiscal 634/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora Jurídíca del

Instituto de Seguridad y Servícios Sociales de los

Trabajadores del Estado,31 de marzo de 2011.

lJnanimidad de votos, Ponente: lesús Antonio Nazar

Sevilla, Secretaria : Ángeta Alvarado Morales.

Revisión fiscal 608/2010, Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Dlrectora Jurídica del

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado y otra, 7 de abril de 2011.

lJnanimidad de votos, Ponente: Jesús Antonio Nazar

Sevilla. Secretario : Ernesta González González.

Revisión fiscal 662/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora Jurídica del

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado, 28 de abril de 2011.

Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar

Sevitla. Secretaria : Ángeta Alvarado Morales.
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Revisión fiscal 83/2017. Directora Jurídíca del Instituto

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del

Estado. 6 de mayo de 2011. Unanimidad de votos.

Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario:

losé Pablo Sáyago Vargas.

En ese sent¡do, este Tribunal de oficio advierte que por cuanto

a las autoridades demandadas TESORERO MUNICIPAL DEL

AYUNTAMIENTO DE XOCHITEPEC, MORELOS y SERVICIO

DE GRÚAS HIDALGO, se les actualiza la causal de

improcedencia prevista en el artículo 18, inciso B), fracción II,
inciso a), de la Ley orgánica del Tribunal de lusticia

Administrativa, en relación con lo dispuesto por la fracción XVI

del artículo 37 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, que señala QU€, el juicio ante este Tribunal es

improcedente en contra de los demás casos en que la

improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley.

Sin que esté demostrado en autos del expediente que se

resuelve que dicha autoridad haya, dictado o ejecutado el acto

impugnado, por lo que con fundamento en el artículo 38 fracción

II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos/ se

decreta el sobreseimiento del presente juicio por cuanto a las

autoridades demandadas TESORERO MUNICIPAL DEL

AYUNTAMIENTO DE XOCHITEPEC/ MORELOS y SERVICIO

DE GRÚAS HIDALGO.

Por su parte, la autoridad demandada POLICIA VIAL
t

ADSCRITO A LA DIRECCION GENERAL DE SEGURIDAD
pÚalrCa Y rnÁruSrrO DEL AYUNTAMIENTo DE

XOCHITEPEC, MORELOS, no hizo valer causal de

improcedencia alguna, y dado que este Tribunal de conformidad

con el artículo 37 de la Ley de la materia, no advierte la
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actualización de causales de improcedencia diversas que

impidan entrar al fondo del presente asunto, se procederá al

análisis de la controversia planteada en los términos que se

expondrán más adelante.

- IV.- La parte actora, considera que debe declararse la

nulidad del acto impugnado por las razones que expone en su

escrito de demanda, mismas que sin necesidad de transcribirse,

se tienen en este espacio por reproducidas como si a la letra se

insertasen; sin que esta circunstancia sea violatoria de alguna

disposÌción legal en perjuicio de las partes, de conformidad con

la siguiente tesis de jurisprudencia de aplicación obligatoria:

CONCEPTOS DE VTOLACTON. EL JUEZ NO ESTÁ

OBLIGADO A TRA ISCRIBIRLOS, El hecho de que el

luez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de

violación expresados en la demanda, no implica que haya

infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual

sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que

establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción;

adernás de que dicha omisión no deja en estado de

indefensión al quejoso, dado que no se le prÌva de la

oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que

estime pertinente para demostrar, en su casot la

ilegalidad de la misma, SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO

DEL SEXTO CIRCUITO, Amparo en revisión 374/BB.

Antonio García Ramírez. 22 de noviembre de 1988.

I,Jnanimidad de votos, Ponente: losé Galván Rojas.

Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Amparo en revisión

213/59. Jesús Correa Nava, 9 de agosto de 1989.

lJnanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen.

Secretario: Nelson Loranca Ventura. Amparo en revisión

322/92. Genoveva Flores Guillén. 19 de agosto de 1992.

lJnanimidad de votos, Ponente: Gustavo Calvillo Rangel.

Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. Amparo en

revisión 673/97. losé Luis Pérez Garay y otra. 6 de
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nov¡embre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente:

Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Gonzalo Carrera

Molina. Amparo en revisión 767/97. Damián Martínez

López. 22 de enero de 1998. Unanimidad de votos.

Ponente: José Mario Machorro Castillo, secretario de

tribunal autorizado por el Pleno del Conseja de la

Judicatura Federal para desempeñar las funciones de

Magistrado, Secretario: José Zapata Huesca.

JURISPRUDENCIA de la Novena Época. Instancia:

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO,

Fuente: Semanario ludicial de la Federación y su Gaceta.

Tomo: VII, Abril de 1998, Tesis: VL2o. J/12g. Página:

s99.

Una vez hecho el análisis de las razones por las que la parte

actora impugna el acto/ se estima procedente analizar el

concepto de nulidad que traiga mayor beneficio a la

misma, siendo esto procedente, atendiendo al Principio de

Mayor beneficio y en atención al siguiente criterio

Jurisprudencial de aplicación obligatoria, que dice:

CONCEPTOS DE VIOLACION EN AMPARO DIRECTO. EL

ESTUDTA DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESION

DEBE ATENDER AL PRTNCIPTO DE MAYOR

BENEFICTO, PUDIÉNDOSE OMTTIR EL DE AQLJELL.OS

QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO

YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE

SE REFIEREN A CONSTITUCIONALTDAD DE LEYES.3

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de

amparo directo del conocimiento de los Tribunales

Colegiados de Circuito, con independencia de la rnatería

de que se trate, el estudio de los conceptos de violación

que determinen su concesión debe atender al principio de

3 No. Registro: 179.367, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Epoca, Instancia: Pleno,
Fuente: Semanario Jud¡cial de la Federación y su Gaceta XXI, Febrero de 2005, Tesis: P./J.
3/2005, Página: 5.
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mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que,

aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado

por el quejoso, inclusive los que se refieren a

constitucionalidad de leyes, Por tanto, deberá quedar al

prudente arbitrio del órgano de control constitucional

determinar la preeminencia en el estudio de los

conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que

para el quejoso tuviera el que se declararan fundados.

Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho

contenido en el artículo 77, segundo párrafo, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real,

completo y efectivo a la administración de justicia, esto

ês, que en los diversos asuntos sometidos al

conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de

manera preferente aquellas cuestiones que originen un

mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con

un acto de autoridad que al final deberá ser declarado

inconstitucional.

Contradicción de tesis 37/2003-PL, Entre las sustentadas

por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, 31 de agosto de 2004. lJnanimidad

de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.

Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías,

El Tribunal Pleno, en su sesíón privada celebrada hoy

siete de febrero en cLtrso, aprobó, con el número 3/2005,

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito

Federal, a siete de febrero de dos mil cinco,

Bajo este contexto, s€ estima FUNDADA la razón de

impugnación hecha valer por la parte actora en donde

medularmente refirió que el acta de infracción viola en su

perjuicio el artículo 16 Constitucional ante la ausenc¡a de

fundamentación y mot¡vación al nO señalar las circunstancias

10
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especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya

tenido en consideración para em¡tir el acto.

Al respecto se destaca, que el artículo 16, de la Constitución

Federal, en su primer párrafo, impone la obligación a las

autoridades, de fundamentar y motivar los actos que

emitan.

En ese sentido, la imperativa de fundar un acto o determinación

se traduce en el deber, por parte de la autoridad emisora, de

expresar con claridad y precisión los preceptos legales aplicables

al caso concreto; es decir, citar las disposiciones normativas que

rigen la medida adoptada, toda vez que debe existir adecuación

entre las razones expuestas y las normas aplicables.

Por su parte, la motivación es la exposición de las causas

materiales o de hecho que hayan dado lugar a la emisión del

acto, indicándose las circunstancias especiales, las razones

particulares o las causas inmediatas que sirvan de sustento para

su emisión, con lo cual se tiende a demostrar, racionalmente,

que determinada situación de hecho produce la actualización de

los supuestos contenidos en los preceptos invocados en ese acto

de autoridad.

Así, las autoridades cumplen con la exigencia de

fundamentación y motivación, cuando a lo largo del fallo se

expresan las razones y motivos que conducen a adoptar

determinada solución jurídica a un caso sometido a su

competencia y jurisdicción, señalando con precisión los

preceptos constitucionales o legales que sustenten' la

determinación que adopta.
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Ahora bien, al caso en concreto, una vez analizada el acta de

infracción impugnada, la autoridad responsable, no

circunstanció cómo es que el actor se encontraba "en notorio

estado de ebriedad", es inconcuso, que el acto impugnado

deviene en ilegal.

Ciertamente, el policía vial al momento de suscribir el acta de

infracción, no señaló con precisión, como lo establece el artículo

16 de nuestra Carta Magna, las circunstancias especiales,

razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en

consideración para concluir, válidamente, que el actor al

conducir el vehículo automotor, se encontraba "en notorio

estado de ebriedad", pues no obstante la autoridad responsable

señaló al momento de su expedición que el aquí actor se

encontraba conduciendo un vehículo dentro del Municipio de

Xochitepec, Morelos, en estado de ebriedad, al dar como

resultado "0.30 Mg/L, y s" no existe en autos prueba fehaciente

que acredite que efectivamente   
, al momento de su detención tuviese dicha cantidad.

Pues, es importante destacar que conforme el artículo 1BB del

Reglamento de Vialidad para el Municipio de Xochitepec,

Morelosa, se considera que una persona se encuentra en estado

de ebriedad, cuando tenga 0.08% o más de contenido alcohólico

en la sangre, conforme al certificado médico, el cual, como se

insiste, de autos no se desprende la existencia de certificado

médico alguno,

a Art

12
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Por lo que al no haber fundado y motivado debidamente el acto

impugnado es que resulta ilegal.

Bajo este,contexto, con fundamento en lo pr.evisto en la f¡aeción

II del artículo 4 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado

de Morelos, se declara la ilegalidad y como consecuencia la

nulidad lisa y llana del acta de infracción número de folio 
 de fecha diecinueve de mayo de dos mil veintitrés

así como sus consecuencias, es decir, las facturas de pago, la

primera con número de folio  por la cantidad de $259.35
(doscientos cincuenta y nueve pesos 35/100), y la segunda con

número de folio , por la cantidad de $6,743.10 (seis mil

setecientos cuarenta y tres pesos 10/100 m. n.), ambas de

fechas veinte de mayo de dos mil veintitrés, emitidas por la

Dirección de Ingresos del Municipio de Xochitepec, Morelos,

En estas condiciones, con fundamento en lo que dispone el

artículo 89 de la Ley de la materia, se deberá restituir al actor en

el goce de los derechos de los cuales haya sido indebidamente

privado y al haberse declarado la nulidad del acta de infracción,

al encontrar su origen en actos viciados, se ordena a la Dirección

de Ingresos del Municipio de Xochitepec, Morelos, la devolución

de las cantidades de $259.35 (doscientos cincuenta y nueve

pesos 35/100), y la de #6,743.10 (seis mil setecientos cuarenta

y tres pesos 10/100 m. n.),por concepto de la infracción

n u lificada.

Cantidades que deberán ser depositadas en las instalaciones de

la Segunda Sala del Tribunal de Justicia Admínistrativa para ser

devuelta al enjuiciante. Se invoca al efecto la tesis emitida por

Órganos del Poder Judicial de la Federación, consultable bajo el

Número de Registro 252,I03 del Semanario Judicial de la
Federación, página 280, cuyo epígrafe refiere:

13



ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE, Si un acto o

diligencia de la autoridad está viciado y resulta

inconstitucional, todos los actos derivados de é1, o que

se apoyen en é1, o que en alguna forma estén

condicionados por él resultan también

inconstitucionales por su origen, y los tribunales no

deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una

parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían

aprovechables por quienes las realizãfr y, por otra

parte, los tribunales se harían en algunas formas

partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales

actos valor legal.

Cumplimiento que deberán realizar las autoridades

demandadas, en el plazo improrrogable de diez días hábiles

contados a partir de que cause ejecutoria la presente resolución

e informar dentro del mismo plazo su cumplimiento a la Segunda

Sala de este Tribunal, apercibiéndoles que en caso de no hacerlo

se procederá en su contra conforme a lo establecido en los

artículos 90 y 91 de la Ley de la materia.

A dicho cumplimiento están sujetas las autoridades

administrativas, que en razón de sus funciones deban intervenir

en el cumplimiento de esta resolución.

AUTORTDADES NO SEÑALADAS COMO

RESPONSABLES, ESTÁN OBLTGADAS A REALTZAR

LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL EFTCAZ

CUMPLTMTENTO DE LA EJECUTORIA DE

AMPARO.5

s Ilustra lo anterior, la tesis jurisprudencial: Epoca: Novena Epoca Registro: L72605 instancia:
Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudenc¡a Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su

Gaceta Tomo XXV, Mayo de 2007 Materia(s): Común Tesis: 1a./J, 57/2007 Página:1'44'
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Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas

como responsables en el juicio de garantías, pero en

razón de sus funciones deban tener intervención en el

cumplimiento de la ejecutoria de amparo, están

obligadas a real¡zar, dentro de los límites de su

competencia, todos los actos necesarios para el

acatamiento íntegro y fiel de dicha sentencia

protectoral y para que logre vigencia real y eficacia

práctica.6

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:

RESUELVE:-

PRIMERO. - Este Tribunal es competente para conocer y

fallar el presente asunto; en los términos precisados en el

considerando I de la presente resolución.

SEGUNDO.- Al actualizarse la causal de improcedencia

prevista en el artículo 37 fracción XVI, en relación con el artículo

L2 fracción II inciso a) de la Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, esta autoridad, con fundamento en el artículo

3B fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

6Incidente de inejecución 410/98.11 de junio de 2003. Cinco votos. Ponente: Humberto Román
Palacios. Secretario: Eligio Nicolás Lerma Moreno.
Incidente de inejecución 489/2006. María Leonor Carter Arnabar. 13 de octubre de 2006. Cinco
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Enrique Luis Barraza Uribe.
Incidente de inejecución 494/2O06. Patricia Capilla Sánchez y otro. 25 de octubre de 2006.
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: losé de Jesús
Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el asunto José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Nínive
Ileana Penagos Robles.
Incidente de inejecución 540/2006. Carlos López Martínez y otra. I de noviembre de 2006. Cinco
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Enr¡que Luis Barraza Uribe.
Incidente de inejecución 557/2006. Tereso Antonio Hernández García. 15 de noviembre de 2006.
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chlgo.
Tesis de jurisprudencia 57/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión
de veinticinco de abril de dos mil siete.
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Morelos, decreta el sobreseimiento por cuanto a la autoridad

denominada TESORERO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO

DE XOCHTTEPEC, MORELOS y SERVTCTO DE GRÚAS

HIDALGO; de conformidad con el considerando III de la

presente resolución,

- TERCERO, Se declara la ilegalidad y como

consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA del acta de

infracción número de folio  de fecha diecinueve de mayo

de dos mil veintitrés; así como sus consecuencias consistentes

en el cobro de la cantidad de $259.35 (doscientos cincuenta y

nueve pesos 35/100), y de $6,743.L0 (seis mil setecientos

cuarenta y tres pesos I0/I00 m.n.), por parte de la Dirección

de Ingresos del Municipio de Xochitepec/ Morelos, por lo que las

autoridades demandadas deberán devolver al actor las

cantidades señaladas, que fueron pagadas por motivo de la
infracción nulificada. Importe que deberá ser depositado en la

Segunda Sala de este Tribunal, para los efectos de que la parte

actora pueda comparecer a recibir la misma.

- CUARTO. - Cumplimiento que deberán realizar las

autoridades demandadas, en el plazo'improrrogable de diez

días hábiles contados a partir de que cause ejecutoria la

presente resolución e informar dentro del mismo plazo su

cumplimiento a la Segunda Sala de este Tribunal, apercibiéndole

que en caso de no hacerlo se procederá en su contra conforme

a lo establecido en los artículos 90 y 91 de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, publicada en el Periódico

Oficial "Tierra y Libertad" número 5514 el 19 de julio del 20LV,

que resulta aplicable atendiendo a la disposición quinta

transitoria de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos.
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transitoria de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos.

- - - QUINTO. - NOTIFIQUESE PERSONALMENTE, cúmplase

y en su oportunidad, archívese el presente asunto como total y

definitiva mente conclu ido.

Por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del Tribunal de lusticia Administrativa del

Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO

ARROYO CRUZ Títular de la Segunda Sala de Instrucción y

ponente en el presente asunto; MARIO CóMEZ tÛeeZ,
Secretario de Estudio y Cuenta habilitado en funciones de

Magistrado de la Primera Sala de Instrucción7; Magistrado Dr,

en D. JORGE ALBERTO ESTRADA CUEVAS, Titular de la
Tercera Sala de Instrucción; Magistrado MANUEL GARCÍA

QUINTANA& Titular de la Cuarta Sala Especializada en

Responsabilidades Administrativas; Magistrado JOAQUÍN

ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, Titular de la Quinta Sala

Especializada en Responsabili$ades Administrativas quien emite'.. Ìi

voto concurrente; en términos del artículo 4,fracción I y artículo

séptimo transitorio de la

Admln'istrativa del Estado

Orgánica del Tribunal de Justicia

publiçada,_g¡ el periódico

oficial "Tierra y Libertad" número 5514 el 19 de jull,g:!e 20L7;

ante ANABEL SALGADO CAPISTnÁN, Secretaria General de

Acuerdos, quien autoriza y da fe.
l¡

MAGISTRADO PRESIDENTE

7 En términos del artículo 70 de la Ley Orgánica delTribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Morelos; 97 segundo párrafo del Reglamento Interior del Tribunal de
lusticia Administrativa del Estado de Morelos y al acuerdo PTJA/23/2022 aprobado en
la Sesión Extraordinaria número trece de fecha veintiuno de junio de dos mil veintidós.
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MAGISTRADO
TITULAR DE LA QUINTA SALA ESPECIALIZADA EN
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL DE
JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS,
¡onouín RoeuE coruzÁlEz cEREZo; EN EL EXpEDTENTE
I'IÚVITNO TJA/2AS/'12512023, PROMOVIDO POR 

,' EN coNTRA DEL por-¡cíe vrAL
ADscRrro A LA orRecc¡ór.¡ cENERAL DE SEGURIDAD
púelrcn v rnÁrusrro DEL AyUNTAMTENTo DE xocHtrEpEc,
MORELOS Y OTROS.

¿Por qué emito el voto?

Porque consideró que en el presente juicio se omite dar cumplimiento al

último párrafo del artículo 89 de la Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Moreloss, vigente a partir del diecinueve de julio del dos mil

diecisiete, la cual establece la obligación de que en las sentencias que se

dicten por este Tribunal, se indique si en su caso existió por parte de las

autoridades demandadas en sus acciones u omisiones, violación a lo

dispuesto por la Ley Estatal de Responsabilidades de /os Servidores

Públícose y las relativas al Sistema Estatal Anticorrupción, lo que se puso

de conocimiento del Pleno del Tribunal para que se diera vista al Órgano

lnterno de Control, para que se efectuarán las investigaciones

correspondientes; dicha obligación también se encuentra establecida en

el artículo 49 fracción ll de la Ley General de Responsabilidades

I Artículo 89. ...Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió por parte de las Autoridades
demandadas en sus actuaciones o por omisiones violaciones a la Ley Estatal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal Anticorrupción, el

Pleno del Tribunal deberá dar vista a los órganos internos de control correspondientes o a
Fiscalía Anticorrupción para que efectúen el análisis de la vista ordenada en la resolución y
ser viable realicen las investigaciones correspondientes debiendo de informar el resultado de
mismas al Tribunal de Justicia Administrativa.

e Actualmente Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Morelos, en vigor a
partir del I 9 de julio del 2017 . Periódico Oficial 5514, publicado en esa misma fecha.
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Administrativasll y en el artículo 222 segundo párrafo del código
Nacional de Procedimientos Penalesll .

¿Cuál es la particularidad que origina el presente voto?

De las constancias que integran el expediente se desprende que

el hecho constitutivo de la infracción fue el "notorio estado de ebriedad"

documental Pública que tienen pleno valor probatorio en términos de lo

establecido por el artículo 437 del Código Procesal Civil vigente en el

Estado de Morelos, De tal circunstancia se desprende que el policía vial

de la Dirección General del municipio de Xochitepec, Morelos, detectó

que  se encontraba en estado de

ebriedad o bajo los influjos de bebidas alcohólicas.

¿Qué origina lo anterior?

Ante la presunción de que  
, se encontraba conduciendo bajo el influjo de bebidas

10 "Artículo 49. lncurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u
omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:
t...
ll. Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que
puedan constituir Faltas administrativas, en términos del artículo 93 de la presente Ley;

11 Artículo 222. Ðeber de denunciar

Toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho probablemente constitutivo de un
delito está obligada a denunciarlo ante el Ministerio Público y en caso de urgencia ante cualquier
agente de la Policía.

Quien en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un
hecho Oue la ley señale como delito, está oblioado a denunciarlo inmediatamente al Ministerio
Público, proporcionándole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición a los imputados,
si hubieren sido detenidos en flagrancia. Quien tenga el deber jurídico de denunciar y no lo haga,
será acreedor a las sanciones correspondientes.

Cuando el ejercicio de las funciones públicas a que se refiere el párrafo anterior, correspondan a
.þ coadyuvancia con las autoridades responsables de la seguridad pública, además de cumplir
con lo previsto en dicho párrafo, la intervención de los servidores públicos respectivos deberá
limitarse a preservar el lugar de los hechos hasta el arribo de las autoridades competentes y, en
su caso, adoptar las medidas a su alcance para que se brinde atención médica de urgencia a los
heridos si los hubiere, así como poner a disposición de la autoridad a los detenidos por conducto

f 
coordinación con la policía

t 20
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embriagantes, pone en riesgo el bien jurídico de más alta envergadura

como lo es LA VIDA, no solo la del prop¡o conductor, sino también la vida

de terceros.

Por lo que se hace necesario tener presente que entre los

elementos que convergen en la imposición de las sanciones, se

encuentra el perjuicio ocasionado o susceptible de ocasionarse,

debiendo protegerse el bien común, asíencontramos que cuando se viola

una disposición de carácter general se atenta contra la sociedad, por

contravenir el pacto de civilidad que establecen los diversos

ordenamientos jurídicos. Por lo que el gobernado debe cuidar que su

conducta no contravenga el orden social a fin de lograr el bien general.

Pues incluso el Código Penal para el Estado de Morelos en su

artículo 23812 prevé como un delito el conducir en estado de ebriedad

t nntíCUtO 238.- El que mediante la conducción temeraria de vehículo de motor transgrediere
las normas de seguridad vial, poniendo en peligro la vida o la integridad física de las
personas o los bienes, será sancionado:

l.- Suspensión del derecho de conducir hasta por dos años, y en caso de reincidencia la

suspensión hasta por cinco años, y de ciento veinte a ciento ochenta días de trabajo a favor
de la comunidad, sin estar en estado de ebriedad o bajo los influjos de estupefacientes o
psicotrópicos o sin manipular un equipo de radio comunicación o de telefonía celular.

ll.- Suspensión del derecho de conducir hasta por tres años, y además de la sanción
correspondiente del delito cometido, una pena de uno a tres años de prisión y en caso de
reincidencia la pérdida del derecho de conducir y de ciento veinte a ciento ochenta días de
trabajo a favor de la comunidad, al estar en estado de ebriedad o bajo los influjos de

estupefacientes o psicotrópicos o manipulando un equipo de radio comunicación o de telefonía

celular.

lll.- Si la conducción temeraria provocara daños a terceros se castigará con pena de prisión

de uno a tres años, sin perjuicio de las penas y sanciones generadas por los demás delitos
que se deriven del hecho que se sanciona.

Si este delito se comete por conductores de vehículos de transporte público en cualquiera de las

modalidades previstas en la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Morelos, la sanción se

agravara hasta en una mitad más de la prevista, en la fracción I y ll.

Para los efectos de este artículo, se considerará conducción temeraria: manejar en
ebriedad o bajo los efectos de estupefacientes o psicotrópicos, o que sin los
alcohol o alguna otra sustancia prohibida conduzca un vehículo con negligencia y

en peligro la vida, la salud personal o los bienes de terceras personas.

2l



cuando como consecuencia de ello se ponga en peligro la vida o la
integridad fisica de las personas, por lo tanto, la autoridad demandada

debía dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 22213 del codigo

Nacional de Procedimientos Penales, que es denunciar inmediatamente

ante el Ministerio Público de los hechos que estaba teniendo

conocimiento, a fin de inhibir una conducta que es nociva para la
sociedad, y se trata de que sea lo suficientemente eficaz, para que el

infractor no vuelva a atentar contra la disposición lesionada, es decir,

para tratar de evitar que sea reincidente en su conducta y así proteger el

interés público y el orden social.

Por lo que la autoridad demandada policía vial adscrito a la

Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito del Ayuntamiento de

Xochitepec, Morelos, debía cuidar que su actuar fuera conforme a la

normatividad aplicable, poniendo a disposición del Ministerio Público al

infractor y con ello realizar una aplicación de una sanción eficaz, omisión

que podría constituir una causa de responsabilidad de parte de esa

autoridad, en términos de los dispuesto por el artículo 270 fracción ll del

Codigo Penal del Estado de Morelos, que a la letra establece:

ARTíCULO 270.- Comete el delito de incumplimiento de funciones
públicas, el servidor público que incurra en alguna de las
conductas siguientes:

De la misma manera se considerará conducción temeraria manejar manipulando un equipo de
radio comunicación o de telefonía celular para realizar y contestar llamadas o mandar mensajes
de texto, con excepción de que los mismos sean utilizados con accesorios o equipos auxiliares
que permitan tener las manos libres u otra tecnología que evite la distracción del conductor.

13 Artículo 222. Deber de denunciar
Toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho probablemente constitutivo de un
delito'está obligada a denunciarlo ante el Ministerio Público y en caso de urgencia ante cualquier

de la Policí d-

uien en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un
hecho que la ley señale como delito, está obligado a denunciarlo inmediatamente al Ministerio
Público, proporcionándole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición a los imputados,

hubieren sido deteni dos en flagrancia. Quien tenga el deber jurídico de denunciar y no lo haga,
acreedor a las sanciones correspondientes.

I
22



T]A TJA/ zasl Lzs 12023

l. Omita la denuncia de alguna privación ilegal de la libertad de la que
tenga conocimiento o consienta en ella, siestá dentro de sus facultades
evitarla;

ll. lmpida el cumplimiento de una ley, decreto, reglamento o

resolución judicial o administrativa o el cobro de una contribución
fiscal o utilice el auxilio de la fueza pública para tal objeto; y

lll. Abandone o descuide por negligencia la defensa de un inculpado,
que hubiese asumido legalmente, siendo el agente defensor de oficio.

Al responsable de los delitos previstos en este artículo, se le impondrá
de dos a cuatro años de prisión y de cien a doscientos días multa.

En consecuencia, el suscrito Magistrado, considera que debió

darse vista al Órgano lnterno de Control, para que, a través de las áreas

competentes, realizaran las investigaciones tendientes a determinar la

probable responsabilidad por las omisiones antes mencionadas, y para

que dicha autoridad a su vez, de ser procedente, diera vista al Ministerio

Público competente.

Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 123

apartado B, fracción Xlll primer y segundo párrafo de la Constitucion

Política de los Esfados lJnidos Mexicanosla' 13415 de la Constitucion

14 "Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el

trabajo, las cuales regirán:
()

B.- Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores:
t...)
Xlll.- Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos
y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.
Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus
cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto
señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en
responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere
que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue
injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que

tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea
el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

1s ARTICULO *134.- Se establece el Sistema Estatal Anticorrupción, como instancia coordinadora
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entre las autoridades competentes en la prevención, detección, investigación y

responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, el cual se conformará y

dispuesto en la propia Constitución y la normativa aplicable.
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Política del Estado Libre y soberano de Morelos; último párrafo del

artículo 89 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelosl;;

Para los efectos de las responsabilidades a que se refiere este Título, se reputan como servidores
públicos a los integrantes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como de los
Ayuntamientos, el Consejero Presidente y los consejeros electorales del lnstituto Morelense de
Procesos Electorales y Participación Ciudadana, el Comisionado Presidente y los comisionados
del lnstituto Morelense de lnformación Pública y Estadística, los Magistrados del Tribunal
Electoral del Estado de Morelos, los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, el Magistrado del Tribunal Unitario de Justicia para Adolescentes y en general
todo aquel que desempeñe un cargo, comisión empleo de cualquier naturaleza en la
Administración Pública Estatal o Paraestatal o en las Entidades, organismos públicos autónomos
e instituciones mencionadas en esta Constitución. El Sistema Estatal contará con un Comité de
Participación Ciudadana, integrado por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su
contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán
designados en los términos que establezca la ley.

Al Gobernador sólo se le podrá exigir responsabilidad durante su cargo, mediante Juicio Político,
por violación expresa y calificada como grave a esta Constitución, ataques a la libertad electoral
y al derecho de participación ciudadana y por delitos graves del orden común.

El Sistema tendrá un Comlté Coordinador, el que contará a su vez con un órgano de apoyo
técnico; el Comité estará integrado por los Titulares de la Entidad Superior de Auditoría y
Fiscalización del Congreso del Estado de Morelos, FiscalÍa Especializada en Combate a la
Corrupción, Secretaría de la Contraloría, el Magistrado Presidente del Tribunal de Justicia
Administrativa, el Comisionado Presidente del lnstituto Morelense de lnformación Pública y
Estadística, así como por un representante de la Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina
del Poder Judicial, un representante de los Contralores Municipales del Estado y el Presidente
del Comité de Participación Ciudadana; el Presidente del Comité de Participación Ciudadana, lo
será a su vez del Comité Coordinador.

Sin detrimento de las funciones que la normativa aplicable le confiera, corresponderá al Comité
Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, en los términos que determine la Ley:

a) El diseño y promoción de polÍticas integrales en materia de fiscalización y control de
recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de
corrupción, en especial sobre las causas que los generan;

b) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y
actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones
competentes de los órdenes de gobierno;

c) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades
de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos, y

d) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio
de sus funciones y de la aplicación de polÍticas y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el
objejg de"que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de
fg,[áS'administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del

-, 
Control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobret .,, ,, atención que brinden a las mismas.
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174 y 175 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de MoreloslT y 159

fracción Vl de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de

Morelosls.

CONSECUENTEMENTE SOLICITO SE INSERTE EN LA SENTENCIA

DE MÉRITO LO ANTES EXPRESADO PARA QUE FORME PARTE

INTEGRAL DE MANERA TEXTUAL EN LA MISMA.

FIRMA EL PRESENTE ENGROSE EL MAGISTRADO JOAQUIN
ROQUE GONZÁLEZ CEREZO TITULAR DE LA QUINTA SALA

ESPECIALIZADA EN RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS;

ANTE LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS, ANABEL
SALGADO CAPISTRÁN, QUIEN DA FE.

MAGISTRA

OQUE GO LEZ CEREZO

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATTVA

DEL ESTADO DE MORELOS
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TITULAR DE LA QUINTA SA
EN RESPONSABILIDADES

ESPECIALIZADA
MINISTRATIVAS

Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió
en sus actuaciones o por omisiones violaciones a la

parte de las Autoridades demandadas
Estatal de Responsabilidades de los

Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deberá
dar vista a los órganos internos de control correspondientes o a la Fiscalia Anticorrupción para
que efectúen el análisis de la vista ordenada en la resolución y de ser viable realicen las
investigaciones correspondientes debiendo de informar el resultado de las mismas al Tribunal de
Justicia Administrativa.

17 Artículo 174.- Los servidores públicos de los Municipios son responsables de los delitos y faltas

oficiales que cometan durante su encargo.

Artículo *175.-Para los efectos de la responsabilidad de que se trata este Capítulo, se considera
como Servidores Públicos Municipales, a los miembros del Ayuntamiento o del Concejo Municipal,
en su caso, y en general, a toda persona que desempeñe cargo, comisión o empleo de cualquier
naturaleza, en la Administración Pública Municipal.

t8 Artículo *159.- Serán causas justificadas de remoción, sin responsabilidad para las

instituciones de seguridad pública y por consiguiente sin indemnización, previo desahogo del

procedimiento establecido en esta Ley, para los elementos de las instituciones de seguridad
pública y sus auxiliares:

Vl. No cumplir con diligencia el servicio que tenga encomendado y abstenerse de cualquier
acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique el ejercicio
indebido de un empleo, cargo o comisión;
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